	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: Marcos Tulio Dugarte Padrón

Mediante Oficio No. 2004-0539 del 26 de octubre de 2004, el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, remitió a esta Sala el expediente contentivo de la acción de amparo constitucional interpuesta por los abogados Fernando Gonzalo y Ernesto Lesseur Rincón, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 62.223 y 7.558, respectivamente, actuando en su carácter de apoderados judiciales de AUTOMERCADO EL PATIO LOS PALOS GRANDES C.A. inscrita en el Registro Mercantil I de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, bajo el No. 8, Tomo 158-A-Pro, del 22 de octubre de 1973, contra el auto dictado por Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo del Circuito Judicial del Estado Portuguesa, el 2 de septiembre de 2004.

Tal remisión obedeció a la apelación ejercida por el abogado Freddy Vargas, actuando con el carácter de apoderado judicial de la parte accionante, contra la decisión dictada, el 18 de octubre de 2004, por el referido Juzgado Superior que declaró inadmisible la presente acción de amparo, remisión que se efectuó de conformidad con lo previsto en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

El 29 de octubre de 2004, se dio cuenta en Sala y se designó Ponente al Magistrado Iván Rincón Urdaneta.

El 4 de febrero de 2005, en virtud de la jubilación del aludido Magistrado, se reasignó la ponencia al Magistrado Marcos Tulio Dugarte Padrón quien, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

I

FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN DE AMPARO


Expuso la representación de la Sociedad Mercantil Automercados El Patio Los Palos Grandes C.A. como fundamentos de la presente acción de amparo constitucional, los siguientes argumentos de hecho y de derecho:  

Que el ciudadano Pedro José Barrios interpuso demanda por cobro de prestaciones sociales, ante el Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa contra Casa Paris C.A. y Automercados El Patio Santa Sofía C.A.

Que el 3 de agosto de 2004, el Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, decretó medida de embargo preventivo, contra las referidas empresas.

Que el 24 de agosto de 2004, el aludido Juzgado se trasladó a la sede del Banco de Venezuela a practicar la medida de embargo; no obstante, al momento de practicar la referida medida señaló la cuenta corriente de Automercados El Patio Los Palos Grandes, quien no fue demandada en el proceso laboral y tiene personalidad jurídica propia y distinta de las demandadas.


Que Automercados El Patio Santa Sofía es un tercero ajeno a la relación procesal, afectado por las medidas de embargo, por lo cual se opuso a la mencionada medida, conforme a lo previsto en el artículo 546 del Código de Procedimiento Civil.


Que el 2 de septiembre de 2004, el Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo del Circuito Judicial del Estado Portuguesa, declaró inadmisible el escrito presentado por su representada por cuanto señaló expresamente que “según lo establecido en la Ley Orgánica Procesal del Trabajo la parte perjudicada con una medida cautelar puede interponer el recurso de apelación dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, contados a partir del acto que se impugna… ahora bien, el escrito fue presentado el 31 de agosto de 2004, es decir al quinto día de practicada la medida, por lo que aunado al hecho de que se intenta oposición a la medida practicada, figura no aplicable al proceso laboral, este tribunal considera extemporáneo el escrito presentado, siendo que además la oposición no es la figura jurídica idónea para atacar las medidas cautelares en el proceso laboral”, no obstante, señaló que en caso de estimarse que la pretensión del tercero era apelar del auto que decretó las mencionadas medidas, dicha apelación resultaba extemporánea.


Que a su representada no puede oponérsele dicho lapso, por cuanto no es parte en el proceso y no fue notificada de la medida, más aún cuando ésta fue practicada fuera de su domicilio procesal, por lo que no podía apelar del aludido decreto.


Que en todo caso el cómputo del lapso para apelar debe efectuarse una vez que la parte se encuentra notificada, por lo cual debió tomarse en cuenta para el cómputo del aludido lapso, la oportunidad en que se presentó el escrito de oposición, lo cual ocurrió el 31 de agosto de 2004.


Que, en razón de lo expuesto, ejercieron acción de amparo constitucional contra el auto dictado por Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo del Circuito Judicial del Estado Portuguesa, el 2 de septiembre de 2004.


En este sentido, sostuvieron los representantes de la empresa accionante que fueron violentados los derechos de su representada al debido proceso, a la defensa y al juez natural, por lo cual solicitó sea declarada con lugar la presente acción de amparo constitucional y, en consecuencia, se ordene la suspensión de la medida de embargo y la devolución de los fondos a la cuenta corriente de Automercados El Patio Los Palos Grandes C.A.


Asimismo solicitaron se ordene al Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo del Circuito Judicial del Estado Portuguesa, se abstenga de decretar o practicar otra medida preventiva en ese proceso sobre los bienes de su poderdante.


Por último, solicitaron medida cautelar innominada a los fines de que se suspenda los efectos de las medidas decretadas en el proceso hasta que se decida la presente acción de amparo constitucional.


El 27 de septiembre de 2004, el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, admitió la presente acción de amparo constitucional.


El 11 de octubre de 2004, tuvo lugar la audiencia constitucional y por decisión del 18 de octubre de 2004, el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, declaró inadmisible la presente acción de amparo constitucional.


El 21 de octubre de 2004, el abogado Freddy Vargas apeló de la anterior decisión, razón por la cual se remitieron los autos a esta Sala Constitucional.

II

DE LA COMPETENCIA

Debe previamente esta Sala determinar su competencia para conocer del presente caso y, a tal efecto, observa:

Conforme a la Disposición Derogatoria, Transitoria y Final, literal b) de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia y la sentencia dictada el 20 de enero de 2000 caso: Emery Mata Millán, esta Sala es competente para conocer las apelaciones de los fallos de los Tribunales Superiores que actuaron como primera instancia en los procesos de amparo ya que, según la norma invocada, hasta tanto se dicten las leyes de la jurisdicción constitucional, la tramitación de los recursos, como lo es la apelación, se rige por las normativas especiales, como la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, en cuanto le sean aplicables, así como por las interpretaciones vinculantes de esta Sala.

De acuerdo a estas últimas interpretaciones y a lo pautado en la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales (artículo 35), es esta Sala, como tribunal superior de la primera instancia, cuando esta corresponda a los Juzgados Superiores (con excepción de los Contencioso Administrativo), las Cortes de Apelaciones y Cortes de lo Contencioso Administrativo, el tribunal competente para conocer las apelaciones de sus fallos.

En el presente caso, se somete al conocimiento de la Sala la apelación de una sentencia emanada del Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, que conoció en primera instancia de una acción de amparo constitucional interpuesta contra una decisión dictada por un Juzgado de Primera Instancia de esa Circunscripción Judicial motivo por el cual, la Sala, congruente con lo mencionado supra, se declara competente para resolver la presente apelación, y así se decide.

III

DEL FALLO APELADO

El fallo dictado por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, el 18 de octubre de 2004, declaró inadmisible la presente acción de amparo constitucional, sobre la base de las siguientes consideraciones:

Consideró que el presente caso se circunscribe a determinar si procede o no la acción de amparo interpuesta contra la actuación del Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo del Circuito Judicial del Estado Portuguesa, del 2 de septiembre de 2004.

Al respecto señaló que “En el caso que nos ocupa, se observa que al haber actuado el Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo del Circuito Judicial del Estado Portuguesa el 24 de agosto de 2004 y haber practicado una medida preventiva de embargo y al haber desestimado, en auto del 2 de septiembre del mismo año, la oposición realizada, debió el hoy accionante ejercer contra ese último auto el recurso ordinario de apelación, esto es, tenía el hoy recurrente el recurso ordinario de apelación y en el caso que se le hubiese negado podía ejercer el recurso de hecho sobre esa decisión, recursos que han sido reconocidos en la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, y que son idóneos y rápidos para resolver ese asunto, y es que el recurso de apelación tal como lo señala la Ley Orgánica Procesal del Trabajo se resuelve en los 5 días siguientes a que el Tribunal Superior recibe las actuaciones, por lo cual se advierte que tal recurso es más rápido y efectivo que procedimiento establecido en la Ley Orgánica de Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucionales”.

Estimó que tal como lo ha señalado el Tribunal Supremo de Justicia, el amparo no se trata de una segunda instancia judicial, ni de la sustitución de los medios ordinarios para la tutela de los derechos o intereses; “…se trata simplemente de la reafirmación de los valores constitucionales, en la cual el Juez debe pronunciarse acerca del contenido o aplicación de las normas que desarrollan tales derechos, revisar su interpretación o establecer si los hechos de los que se deducen las violaciones invocadas constituyen o no una violación directa a la Constitución”.

Por ello consideró que el amparo “es un recurso extraordinario (sic) y procede únicamente en los casos en que la utilización de los recursos ordinarios judiciales no sean expeditos ni rápidos para resolver el asunto tratado en el presunto acto lesivo, para que proceda el recurso de amparo establecido para las actuaciones judiciales, se requiere, entre otros requisitos, que quien recurra contra el acto lesivo haya agotado los recursos ordinarios o extraordinarios establecidos, en el debido proceso de las normas procesales para atacar esos actos presuntamente lesivos”.

En consecuencia, declaró inadmisible la presente acción, conforme a lo previsto en el numeral 5 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

IV

MOTIVACIONES PARA DECIDIR

Analizadas como han sido las actas que conforman el expediente y constatado que la parte apelante no consignó el escrito que fundamenta su apelación, la Sala pasa a pronunciarse sobre el asunto sometido a su consideración, para lo cual examinará los argumentos expuestos en el libelo del amparo.

Observa la Sala que la presente acción de amparo constitucional fue interpuesta contra el auto dictado el 2 de septiembre de 2004, mediante el cual, el Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo del Circuito Judicial del Estado Portuguesa, declaró extemporánea la “oposición” ejercida por la accionante contra la medida de embargo que recayó sobre sus cuentas y declaró que dicha oposición no era la figura aplicable el caso sino la apelación.

Al respecto, debe observarse que el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, declaró inadmisible la presente acción de amparo constitucional por considerar que la parte accionante tenía a su disposición el mecanismo el recurso de apelación para impugnar la decisión que negó la oposición a la medida preventiva.

En este contexto, la Sala observa, que la demanda interpuesta por el ciudadano Pedro José Pineda Barrios, fue incoada contra las empresas Automercado El Patio Santa Sofia C.A., y Casa Paris S.A. integrantes del Grupo Organización El Patio, del cual forman parte las sociedades Automercado El Patio Los Palos Grandes C.A y Automercado El Patio Las Minas C.A., cuyos representantes legales son los ciudadanos José Fernando de Oliveira y José Jorge de Oliveira.

Ahora bien, se evidencia que en dicho proceso laboral se dictaron medidas de embargo preventivo sobre los bienes del mencionado grupo económico, medidas que fueron practicadas el 24 de agosto de 2004 y recayeron sobre la cuenta corriente de Supermercado El Patio Los Palos Grandes C.A..

En este sentido, evidencia la Sala que la empresa accionante se “opuso”, el 31 de agosto de 2004, alegando no ser parte en el proceso laboral que originó la presente acción de amparo constitucional y, por auto del 2 de septiembre de 2004, el Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo del Circuito Judicial del Estado Portuguesa, declaró que, conforme al artículo 137 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, el mecanismo para impugnar las medidas preventivas era la apelación y no la oposición; no obstante, señaló que en caso de estimarse que la pretensión del tercero era apelar del auto que decretó las mencionadas medidas, dicha apelación resultaba extemporánea.

Ahora bien, el artículo 137 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo establece:

“A petición de parte, podrá el juez de sustanciación, mediación y ejecución acordar las medidas cautelares que considere pertinentes a fin de evitar que se haga ilusoria la pretensión, siempre que a su juicio exista presunción grave del derecho que se reclama. Contra dicha decisión se admitirá recurso de apelación a un solo efecto, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, contados a partir del acto que se impugna, la misma será decidida en forma oral e inmediata y previa audiencia de parte, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes por el Tribunal Superior del Trabajo, sin admitirse recurso de casación contra dicho fallo”.

Como puede evidenciarse, el mecanismo contemplado por la ley para enervar los efectos de las medidas cautelares decretadas por un Juzgado de Sustanciación, Mediación y Ejecución es el recurso de apelación. Igualmente, el artículo 161 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo contempla la posibilidad de que, negada la apelación o admitida a un solo efecto, la parte afectada pueda recurrir de hecho. 

De manera que la representación de la accionante disponía del ejercicio del medio de impugnación ordinario para enervar los efectos del auto del 2 de septiembre de 2004, que declaró extemporánea su “apelación”. Asimismo la accionante no adujo en su escrito la existencia de elementos que hubiesen impedido o podido impedir el ejercicio del recurso de hecho dentro del lapso previsto por la Ley, ni se constata que la parte accionante adujera motivo que justificara el ejercicio de la acción de amparo ante el del medio ordinario o circunstancia que le impidiera ejercer dicho recurso (vid sentencia 939 de 9 de agosto de 2000, caso: Stefan Mar, C.A.;).

En razón de lo anterior, la Sala estima que la presente acción de amparo constitucional se encuentra incursa en la causal de inadmisibilidad establecida en el numeral 5 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, motivo por el cual se confirma, en los términos expuestos en el presente fallo, la decisión dictada el 18 de octubre de 2004, por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa y así se decide.

DECISIÓN

Por las razones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la ley, 

1.- Declara SIN LUGAR la apelación ejercida por el abogado Freddy Vargas, actuando con el carácter de apoderado judicial de AUTOMERCADO EL PATIO LOS PALOS GRANDES C.A. contra la decisión dictada el 18 de octubre de 2004, por el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa.

2.- CONFIRMA, en los términos expuestos en el presente fallo, la referida decisión dictada el la decisión dictada el 18 de octubre de 2004, por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, que declaró INADMISIBLE la acción de amparo interpuesta por los apoderados judiciales de AUTOMERCADO EL PATIO LOS PALOS GRANDES C.A. contra el auto dictado por Juzgado Segundo de Sustanciación, Mediación y Ejecución de Primera Instancia del Trabajo del Circuito Judicial del Estado Portuguesa, el 2 de septiembre de 2004.

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal de origen.
Dada, firmada y sellada en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los 07 días del mes de octubre de dos mil cinco.  Años 195º de la Independencia y 146º de la Federación.
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LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO
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Magistrado 
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